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LUIS GABRIEL MIRANDA BUELVAS 

Magistrado Ponente 

 

SL4617-2017 

Radicación n.º 50314 

Acta 11 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de marzo de dos mil 

diecisiete (2017). 

 

Resuelve la Corte el recurso de casación interpuesto 

por ÁLCALIS DE COLOMBIA LIMITADA -EN 

LIQUIDACIÓN-, contra la sentencia proferida por la Sala 

Laboral del Tribunal Superior de Cartagena el 3 de 

noviembre de 2010, en el proceso que promovió  

PARMENIO RAFAEL CABALLERO BENAVIDES  contra la 

recurrente.  

 

I. ANTECEDENTES 
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Ante el Juzgado Séptimo Laboral del Circuito de 

Cartagena, el actor demandó a la ahora recurrente en 

casación, para que fuera condenada a reconocerle y pagarle « 

La pensión restringida de jubilación o pensión sanción que le debe por 

haber laborado durante 17 años y 4 meses, desde cuando alcanzó la 

edad establecida por la Ley (3 de junio de 2002) …», indexando 

debidamente la base salarial devengada en el último año de 

servicios para efectos de su liquidación, junto con las 

mesadas causadas desde cuando alcanzó el derecho hasta 

cuando se produjera el reconocimiento efectivo. 

 

Fundamentó sus pretensiones en que laboró al servicio 

de la demandada desde el 1º de septiembre de 1976 hasta 

el 31 de diciembre de 1993, por un lapso de tiempo de 17 

años y 4 meses; que la relación laboral se terminó por 

«mutuo acuerdo» entre las partes; que alcanzó la edad de 50 

años desde el 3 de junio de 2002; que el último salario 

promedio  mensual devengado fue la suma de $490.006; 

que por razón del tiempo laborado tiene derecho a la 

pensión sanción desde que alcanzó la edad legal de 50 

años. En los fundamentos y razones de derecho, trascribió 

en el aparte pertinente el artículo 8 de la ley 171 de 1961, 

así como el artículo 17 del Acuerdo 049 de 1990, para 

afirmar que las anteriores normas eran aplicables a los 

trabajadores oficiales, ya que estaban en vigencia cuando la 

demandada cerró intempestivamente sus instalaciones y 

despidió injustamente al demandante, lo que le da derecho 

a la pensión con 50 años de edad por haber laborado 

durante 17 años y 4 meses. 
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La demandada se opuso a las pretensiones de la 

demanda porque la pensión sanción exige el despido 

injusto, lo que no ocurrió con el actor cuyo contrato de 

trabajo terminó por mutuo acuerdo. En cuanto a los hechos 

aceptó el vínculo laboral, los extremos temporales, el tiempo 

total de servicios, la forma de terminación de la relación 

laboral –pero aclarando que no estaba demostrado que se 

hubiera terminado injustamente el contrato de trabajo del 

demandante-, y la reclamación administrativa. Propuso las 

excepciones de pago, inexistencia de las obligaciones 

demandas y prescripción.  

 

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

Fue proferida el 14 de agosto de 2009, y con ella el 

juzgado decidió: 

 

“PRIMERO: CONDENAR a ÁLCALIS DE COLOMBIA 
LIMITADA ALCO LTDA EN LIQUIDACIÓN, a reconocer  y pagar 
pensión restringida de jubilación al señor PARMENIO RAFAEL 

CABALLERO BENAVIDES en cuantía indexada de $1.204.933, oo 
a partir del 3 de junio de 2002. 

 
SEGUNDO: CONDENAR a ÁLCALIS DE COLOMBIA 

LIMITADA ALCO LTDA EN LIQUIDACIÓN a reconocer  y pagar las 
mesadas causadas y no canceladas desde el 3 de junio de 2002 
hasta (sic) fecha y las que se sigan causando hasta que se 
realice el pago efectivo, al señor PARMENIO RAFAEL 
CABALLERO BENAVIDES, en cuantía indexada de 
$149.136.419,oo. 

 
TERCERO: CONDENAR en costas a la parte demandada…” 

 

El juzgado, para efectos de cuantificar el monto 

pensional, asentó que se tomaba «el valor de $490.006 por el IPC 
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final, que en este caso corresponde al mes de junio de 2002 (fecha en 

la cual se cumple el requisito de la edad y se hace exigible la pensión) y 

dividirlo por el IPC inicial (fecha en la que se acreditó el retiro de la 

empresa -31 de diciembre de 1993); VA: 490.006 X 134,00/40, 87= 

$1.606.577». 

 

Al resultado, aplicó el 75%, obteniendo el monto de la 

pensión en cuantía de $1.204.933. 

 

III. SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA 

 

Por apelación de la demandada, el proceso subió al 

Tribunal Superior de Cartagena, Corporación que mediante 

la sentencia recurrida en casación, decidió: 

 

1- REVOCAR parcialmente el Numeral Primero de la 
parte resolutiva del fallo apelado, en el sentido que la pensión 
se causará a partir 3 de junio del año 2012, fecha en la cual 
el actor cumplirá los 60 años de edad. 

 
2- REVOCAR  el Numeral Segundo de la parte 

resolutiva del fallo apelado, para en su lugar disponer, que la 
pensión se causará a partir de la fecha antes dicha. 

 
3- CONFIMAR en lo demás el fallo apelado. 

 

El tribunal dio por demostrado la calidad de 

trabajador oficial del actor, y que mediante acta de 

conciliación se acordó entre las partes terminar el contrato 

de trabajo por «mutuo acuerdo» desde el 31 de diciembre de 

1993. 

 

Seguidamente, trascribe el artículo  8º de la Ley 171 
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de 1961, y haciendo énfasis en la parte final del inciso 

segundo del mismo, concluye «[…] teniendo en cuenta que el 

demandante laboró para la demandada desde el 1 de septiembre de 

1976 hasta el 31 de diciembre de 1993, o sea, durante 17 años y 120 

días, y el contrato término por retiro voluntario del mismo, no cabe de 

(sic) que tiene derecho al pago de la pensión deprecada»,  por lo que 

en ningún error había incurrido el a quo al condenar a la 

accionada a pagar «la pensión restringida de jubilación o pensión 

sanción. Sin embargo, deberá modificarse la decisión en el sentido de 

que dicha pensión se causará a partir de la fecha en que el actor 

cumpla los 60 años de edad, o sea, 3 de junio de  2012.».  

 

IV. RECURSO DE CASACIÓN 

 

Fue interpuesto por la demandada, concedido por el 

Tribunal y admitido por la Corte. 

 

V. ALCANCE DE LA IMPUGNACIÓN 

 

Pretende la recurrente que la Corte case la sentencia 

recurrida, para que en instancia, revoque en su integridad 

la decisión del a quo, y en su lugar absuelva a la 

demandada de todas las pretensiones de la demanda. 

 

De manera subsidiaria, que la Corte case parcialmente 

la sentencia en cuanto al numeral tercero  que confirmó la 

sentencia del a quo en lo demás, incluyendo la tasa de 

remplazo que aplicó el a quo del 75% del IBL, para que en 

sede de instancia «modifique el ordenamiento primero de la 

sentencia del  A- quo, en el sentido de condenar a mi representada a 
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indexar la pensión sanción o restringida de jubilación como quedó  

establecido, pero teniendo en cuenta el porcentaje o tasa de reemplazo 

de 65% que aplica para los 17 años y 4 meses o sea, 6240 días 

laborados por el demandante, y no del 75% que corresponde a una 

pensión plena de jubilación». 

 

Como segundo alcance subsidiario, persigue que la 

Corte case parcialmente la sentencia impugnada, en cuanto 

en el ordenamiento primero únicamente revocó la fecha de 

cumplimiento de 60 años del demandante que dispuso el a 

quo, y por tanto en el ordenamiento tercero confirmó la 

cuantía indexada de la pensión restringida de jubilación  en 

el monto inicial de $1.204.933, para que en sede de 

instancia, modifique el ordenamiento primero «condenando a 

su procuradora a pagar la pensión sanción al actor en cuantía no 

inferior al salario mínimo, y absuelva (…) de la indexación de la 

primera mesada ordenada por el a –quo». 

 

Con tal propósito formuló cuatro cargos, que se 

resolverán a continuación en el orden propuesto. 

 

VI. CARGO PRIMERO 

 

Acusa la aplicación indebida de los artículos 305 del 

Código del Procedimiento Civil, reformando por el 1º, 

numeral 135 del Decreto 2282 de 1989, 50 del Código 

Procesal Laboral y de la Seguridad Social y 4 º del Código 

del Procedimiento Civil como medio, en relación con los 

artículos 8 de la Ley 171 de 1961; 74 del Decreto 1848 de 

1961; 145 del  Código Procesal del Trabajo y de la 
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Seguridad Social; 29, 53 y 230 de la Constitución Política, y 

174 a 177, 187, 357 del  Código del Procedimiento Civil. 

 

Afirma que por haber apreciado erróneamente la 

demanda inicial y su contestación, folios 1 a 5 y 41 a 44, y 

el acta de conciliación celebrada entre las partes el 30 de 

diciembre de 1993, así como por no haber apreciado la 

reclamación administrativa, folios 8 a 9, y las respuestas de 

16 de diciembre de 2004 y 2 de octubre de 2007, folios 10 a 

11, el tribunal incurrió en los siguientes errores de hecho: 

 

1. Dar por demostrado, sin estarlo, que lo pretendido en 
la demanda inicial fue la pensión sanción o restringida de 
jubilación a los 60 años de edad, por retiro voluntario. 

 
2.  No dar por demostrado, estándolo, que ninguna de 

las pretensiones de la demanda inicial, el demandante solicitó la 
pensión por retiro voluntario a los 60 años de edad. 

 
 3.  No dar por demostrado, estándolo que en los hechos 

de la demanda, ni en los fundamentos de derecho se pidió o alegó 
que la pensión pretendida debía pagarse a los 60 años de edad 
por retiro voluntario, “sino por el contrario lo alegado fue que hubo 
un despido injusto luego de más de 17 años de trabajo y que el 
actor tiene derecho a la pensión sanción cuando alcanzó la edad 

de 50 años el 3 de junio de 2002”. 
 

En la demostración del cargo, aduce que el tribunal se 

equivocó al revocar la sentencia del a quo, en cuanto a la 

fecha de otorgamiento de la pensión sanción «a partir del 3 de 

junio de 2012, fecha en la cual el actor cumplía los 60 años de edad» 

concediéndole en tales condiciones la pensión restringida 

por retiro voluntario, establecida en la parte final del inciso 

segundo del artículo 8º de la Ley 171 de 1961, no obstante, 

que “esa no era la pretensión inicial”, por lo que dicha decisión 

se había extralimitado el tribunal al no fallar  en 
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consonancia con las pretensiones de la demanda, su 

contestación y la reclamación administrativa y sus 

respuestas. 

 

Expresa que de haber analizado tales probanzas 

adecuadamente, el sentenciador «habría revocado totalmente la 

condena de primer grado  y no parcialmente, por cuanto aquí jamás se 

solicitó la pensión por retiro voluntario a los 60 años de edad, sino la 

pensión sanción por despido injusto a los 50 años»,  máxime cuando 

en la contestación de la demanda se había opuesto a sus 

pretensiones «obviamente en concordancia con lo pretendido», 

aduciendo en su defensa que el requisito esencial para 

acceder a la pensión sanción recaía en haber sido despedido 

sin justa causa, lo cual no  había acontecido en el caso bajo 

examen, dado que el actor se retiró de la demandada por 

mutuo consentimiento plasmado en el acta de conciliación 

suscrita entre las partes ante la autoridad competente, y así 

lo había demostrado, por lo que el ad quem no podía 

concederle al demandante la pensión por retiro voluntario a 

los 60 años, cuando ello no había sido objeto de la litis. 

 

VII. CONSIDERACIONES 

 

Al revisar la reclamación administrativa y la demanda 

inicial, observa la Corte que lo pretendido por el actor fue 

«La pensión restringida de jubilación o pensión sanción que le debe por 

haber laborado durante 17 años y 4 meses, desde cuando alcanzó la 

edad establecida por la Ley (3 de junio de 2002«; sin embargo, en el 

hecho primero adujo que su contrato de trabajo había 

terminado por mutuo acuerdo con su empleadora. 
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Igualmente, al examinar el acta de conciliación 

celebrada entre las partes el 30 de diciembre de 1993, ante 

el Ministerio de Trabajo, obrante a folios 15 a 17, el actor 

reitera que «el contrato de trabajo se termina por muto 

consentimiento»  y  declara a Álcalis a «paz y salvo a por concepto 

de salarios, prestaciones, legales y extralegales, y suma conciliada, 

inclusive las derivadas por la alimentación recibida, y en general por 

toda acreencia laboral y extralegal, derivado de la ejecución o por la 

terminación del contrato de trabajo que vinculó a las partes, salvo en 

los derechos derivados de la pensión de jubilación». 

 

De igual manera, al contestar la demanda, Álcalis 

reafirmó que el contrato de trabajo del demandante terminó 

por mutuo acuerdo, presupuesto sobre el cual edificó su 

defensa. 

 

Tales afirmaciones no impedían que el tribunal, de 

modo razonable, hubiera entendido, del texto íntegro de la 

demanda, de su contestación y de las pruebas allegadas al 

plenario, que la pretensión del demandante era la pensión 

restringida por retiro voluntario que a la postre le reconoció, 

regulada por el artículo 8º de la Ley 171 de 1961, en 

atención a que en los fundamentos de derecho se alude a la 

citada normativa y que el actor acreditó un tiempo de 

servicios de 17 años y 4 meses, y demostró que la 

terminación de la relación se dio por mutuo acuerdo, 

modalidad que el tribunal equiparó al retiro voluntario de 

que habla la norma, lo cual tampoco luce desacertado, 

cuando en ese sentido, esta Sala de Casación, en sentencia 
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del 16 de julio de 2001, rad. 15555, precisó que el mutuo 

acuerdo plasmado en una conciliación con el cual se da por 

terminado el contrato de trabajo, como en esta ocasión 

acontece, puede entenderse como un retiro voluntario, en 

cuanto hay un acto de voluntad del trabajador tendiente a 

finalizar el vínculo jurídico, criterio que ha sido reiterado 

entre otras, en las sentencias  CSJSL, 6 sep. 2011, rad. 

45545 y CSJSL, 859 -2013, 4 dic. 2013, rad. 43701. Esto 

dijo la Corte: 

 

[…] Con todo, los cargos tampoco estarían llamados a 
la prosperidad, por cuanto de tiempo atrás ha sostenido la 
Corte que partiendo del supuesto de ser el contrato de 
trabajo un acuerdo de voluntades, y de que el trabajador, 
como sujeto de derechos tiene capacidad para celebrarlo e 
igualmente para terminarlo, ni su celebración ni su 
terminación pueden ser entendidas como actos en los cuales 
él es mirado como un objeto que pasivamente se somete a las 
decisiones de aquél con quien contrata. La dignidad que 
como ser humano tiene el trabajador obliga a rechazar 
cualquier concepción doctrinaria que dé base para concluir 
que el trabajador no está en condiciones de deliberar en un 
momento dado si le conviene o no permanecer bajo un 
determinado vínculo contractual, y mucho menos que tenga 
la obligación de aceptar cualquier propuesta, por bien 
intencionada que ella sea, de su patrono, y que no le es lícito 
discutirla o proponer fórmulas de arreglo diferentes, bien sea 

para seguir trabajando o para dejar de hacerlo y terminar 
por mutuo consentimiento el contrato de trabajo. 

 
“Una propuesta de acuerdo que haga un empleador 

puede estar inspirada por la mejor de las intenciones y ser 
en verdad la más benéfica para los trabajadores; sin 
embargo, en la medida en que el trabajador no la acepte, por 
no considerarla conveniente a sus propios intereses -y así su 
juicio pueda resultar a la postre equivocado-, no puede serle 
impuesta. Si el empleador estuviera en condiciones de 
imponer su voluntad sobre la del trabajador, sin que a éste le 
fuera lícito expresar su propio punto de vista, so pena de 
incurrir en un acto de grave indisciplina o deslealtad o 
infidelidad  hacia su empleador, se le estaría negando su 
condición de ser racional, libre y digno. El trabajador tiene 
derecho a tomar sus propias decisiones y si se equivoca 
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sufrirá las consecuencias de su error; pero, y en la medida en 
que el patrono no representa sus intereses, a él, como 
asalariado, siempre le será legalmente posible discutir las 
condiciones de empleo o de retiro del trabajo. 

 
“Lo anterior para significar que en casos como el sub 

examine, cuando trabajador y empleador deciden a través de 
un acta de conciliación celebrada ante el funcionario 
competente, terminar la relación laboral por mutuo 

consentimiento, es acertado afirmar que en esta decisión, 

no obstante presentarse una oferta económica por parte del 
empleador, medió la voluntad del asalariado para finiquitar 
ese vínculo contractual, circunstancia que no desdibuja el 
retiro voluntario a que se refiere el artículo 8 de la Ley 

171 de 1961, al exigirlo para la configuración de la pensión 
de jubilación restringida después de quince años de servicio.” 

(Negrillas fuera del texto original). 
 

En ese orden, como la decisión del ad quem se aviene 

al anterior criterio, en ningún error pudo haber incurrido, 

por lo que el cargo no es fundado. 

 

VIII. SEGUNDO CARGO 

 

Acusa la aplicación indebida del inciso 3º del artículo 

8 la Ley 171 de 1961, en relación con los artículos 74 del 

Decreto 1848 de 1969; 48 y 230 de la Constitución Política; 

8 de la Ley 153 de 1887; 19 del Código Sustantivo del 

Trabajo; 21 y 36 de la Ley 100 de 1993 y 145 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 

 

Expresamente asevera que no discute los aspectos  

confirmados por el Tribunal, esto es,  que el actor laboró al 

servicio de la demandada desde el 1º de septiembre de 1976 

hasta el 31 de diciembre de 1993 un total de 6.240 días; 

que le asiste derecho a la pensión sanción o restringida de 
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jubilación y que el promedio del último salario devengado es 

la suma de $490.006. 

 

Su inconformidad, de índole jurídica, estriba en que el 

Tribunal aplicó indebidamente el inciso 3º del artículo 8 de 

la Ley 171 de 1961, al confirmar la tasa de reemplazo del 

75%  que aplicó el a quo al promedio del salario devengado 

en el último año, para indexar la primera mesada 

pensional, en tanto dicho porcentaje sólo aplica para las 

pensiones plenas de jubilación, por lo que de haber tenido 

en cuenta el Tribunal que lo que se estaba debatiendo era la 

pensión sanción o restringida de jubilación y su indexación 

“y a ello tiene derecho el demandante”, lo cual no se discutía, era 

evidente que la pensión debía liquidarse en proporción al 

tiempo laborado de 6.240 días, que equivalían a una tasa 

de reemplazo del 65%, y por ende a una mesada pensional 

de $1.044.275. 

 

IX. TERCER CARGO 

 

Denuncia las mismas disposiciones del cargo anterior, 

pero acusándolas de interpretación errónea, exponiendo en 

términos generales los mismos argumentos del anterior. 

 

X. CUARTO CARGO 

 

Acusa la interpretación errónea además de las mismas 

disposiciones en el cargo segundo y tercero precedentes, la 

del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, en relación con el 
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artículo 21 de la Ley 100 de 1993. 

 

No comparte la censura que el Tribunal con base en 

las sentencias de casación con radicación 29470 y 29022,  

«equivocadamente hubiera confirmado el monto de la pensión 

sanción debidamente indexada en cuantía de $1.204. 933  

a pesar de que la fecha de exigibilidad fue modificada por el 

Tribunal, es decir, a partir del 3 de junio/12, cuando 

realmente el demandante cumpliera 60 años, hecho que se 

acepta y no se discute, de tal manera que si aún no ha 

acontecido el cumplimiento de edad, resulta imposible tener 

en cuenta el IPC final, y por ende no indexarse la primera 

mesada de la pensión restringida de jubilación en un monto 

no inferior al salario mínimo mensual y por tanto, absolverse 

a su procuradora de la indexación de la primera mesada 

personal», máxime cuando no se tenía certeza de que el 

actor pudiera llegar a cumplir los 60 años de edad y menos 

de los índices que pudiera certificar el Dane.  

 

XI. CONSIDERACIONES 

 

Respecto del segundo y tercer cargo, el inciso 3º del 

artículo 8 de la Ley 171 de 1971, establece que: «La cuantía 

de la pensión será directamente proporcional al tiempo de 

servicios respecto de la que le habría correspondido al trabajador en 

caso de reunir todos los requisitos necesarios para gozar de la pensión 

plena establecida en el artículo 260 del Código Sustantivo del Trabajo, 

y se liquidará con base en el promedio de los salarios devengados en el 

último año de servicios», (resaltado fuera de texto original), por 

lo que al no ser un hecho  controvertido que el actor laboró 
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para la demandada por espacio de 17 años y 4 meses, 

equivalentes a 6.240, bastaba  hacer una simple regla de 

tres, para fácilmente establecer que el monto que 

correspondía aplicar al caso bajo examen es del 65% y no 

del 75%, por cuanto tal como lo advierte la censura dicho 

porcentaje sólo aplica para las pensiones plenas de 

jubilación. 

 

No se discute por la censura el derecho  que le asiste 

al actor a la pensión restringida de jubilación por retiro 

voluntario, a partir del 3 de junio de 2012 cuando 

cumpliera los 60 años de edad; sin embargo, considera que 

no había lugar a la indexación de la primera mesada 

pensional, por cuanto a su juicio, el hecho de cumplir la 

referida edad el actor en el futuro, vale decir, con 

posterioridad a la fecha de la sentencia recurrida, no era 

posible en esa época establecer el IPC final que certificara el 

Dane. 

 

Sobre el particular, vale recordar que la indexación es 

un mecanismo corrector de la pérdida del valor adquisitivo 

del dinero causada por fenómenos económicos como la 

inflación, fenómeno que no obedece a una regla prestablecida 

sino simplemente a las variables que de ordinario afectan un 

particular mercado, como lo es en este caso el colombiano, 

con lo cual lo que se busca es actualizar un valor, en el 

entendido de lo que con ello se logra es traer a valor presente 

uno de fecha anterior, teniendo en cuenta como parámetro la 

diferencia entre los índices de precios al consumidor de una 
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fecha anterior y la del momento presente, sin que por ello 

pueda predicarse se esté indexando un valor hacia el futuro, 

como lo entiende la censura, puesto que si bien la fecha de 

cumplimiento de lo los 60 años de edad del actor ocurrió el 3 

de junio de 2012, esto es, con posterioridad a la emisión de 

la sentencia recurrida, de lo que se trata es de traer a esa 

fecha el salario devengado por el actor en el último año de 

servicio, que ascendió a la suma de $490.006, y respecto de 

la cual no existe discusión. 

 

Ahora, en lo que sí incurrió el Tribunal fue en el  dislate 

de no prever que al modificar la fecha de exigibilidad de la 

pensión al 3 de junio de 2012, indiscutiblemente también 

variaba el IPC final para efectos de indexar el ingresó base de 

liquidación, dado que ya no sería el de la anualidad anterior 

al 3 de junio de 2002, como lo estableció el a quo, sino 

aquella correspondiente a la anualidad anterior en la que el 

actor cumpliera los 60 años de edad. 

  

En ese ese orden, los cargos son fundados.  

 

XII. CONSIDERACIONES DE INSTANCIA 

 

Como quedó definido en sede de casación, que si bien 

el  Tribunal no se equivocó al confirmar la decisión del a 

quo que determinó que al actor le asiste derecho a la 

pensión restringida de jubilación por retiro voluntario, pero 

modificando la fecha de exigibilidad de esta  para disponerla 

a partir del 3 de junio de 2012, sin embargo, sí incurrió en 
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error al confirmar el monto de la pensión en el 75% del 

ingreso base de liquidación, cuando lo que debió observar 

era la proporcionalidad de ese porcentaje frente al número 

de días laborados por el actor, los cuales en el caso bajo 

examen ascendieron a 6240. Por tanto, el porcentaje de la 

pensión asciende al 65%. 

 

Igualmente, se equivocó al no modificar el extremo 

final del periodo por el cual se debe indexar el ingreso base 

de liquidación, pues al haber establecido que la fecha de 

exigibilidad de la pensión reconocida al actor, lo era a partir 

de los 60 años de edad, más exactamente el 3 de junio de 

2012, en esa medida debió asumir que la indexación 

dispuesta por el a quo resultaba procedente, pero por el 

periodo comprendido entre esta fecha y la del retiro. 

 

La liquidación es como sigue: 

 

 

ÚLTIMO SALARIO =  $    490.006,00 

FECHA DE RETIRO = 31/12/1993

FECHA DE PENSIÓN (60 AÑOS) = 03/06/2012

VA = VH       X IPC Final

IPC Inicial

VA = 490.006,00$     109,16

17,39

VA = 3.075.851,35$  

% DE PENSIÓN = 65,00%

VALOR PENSIÓN = 1.999.303,38$   

 

VALOR No. DE VALOR 

DESDE HASTA PENSIÓN PAGOS MESADAS

03/06/2012 31/12/2012 1.999.303,38$   8,87  $     17.727.156,61 

01/01/2013 31/12/2013 2.048.086,38$   14  $     28.673.209,31 

01/01/2014 31/12/2014 2.087.819,26$   14  $     29.229.469,57 

01/01/2015 31/12/2015 2.164.233,44$   14  $     30.299.268,16 

01/01/2016 31/12/2016 2.310.752,04$   14  $     32.350.528,61 

01/01/2017 28/02/2017 2.443.620,29$   2  $      4.887.240,57 

TOTAL 143.166.872,83$ 

FECHAS
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En tales condiciones, la decisión proferida por el 

Juzgado Séptimo Laboral del Circuito de Cartagena el 14 de 

agosto de 2009, se modificará en el sentido de condenar a 

ÁLCALIS DE COLOMBIA LIMITADA EN LIQUIDACIÓN, a 

reconocer y pagar pensión restringida de jubilación por 

retiro voluntario al señor PARMENIO RAFAEL 

CABALLERO BENAVIDES, pero a partir del 3 de junio de 

2012,  cuantía de $1.999.303.38 equivalente al 65% del 

ingreso base de liquidación actualizado. Igualmente la 

modifica, para condenarla a pagarle al actor la suma de 

$143.166.872,83, por concepto de mesadas causadas 

desde el 3 de junio de 2012 hasta el 28 de febrero de 2017. 

 

Sin costas en casación, por haber prosperado 

parcialmente el recurso. 

 

XIII. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de 

Justicia, Sala de Casación Laboral, administrando justicia 

en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CASA 

la sentencia proferida por el Tribunal Superior de Cartagena 

el 3 de noviembre de 2010, dentro del proceso ordinario 

promovido  por PARMENIO RAFAEL CABALLERO 

BENAVIDES contra ÁLCALIS DE COLOMBIA LIMITADA, 

EN LIQUIDACIÓN, en cuanto no modificó el extremo final 

para efectos de la indexación del ingreso base de liquidación 

de la pensión, y fijó la primera mesada pensional en un 

monto equivalente al 75%. 
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En sede de instancia, la sentencia dictada por el 

Juzgado Séptimo Laboral del Circuito de Cartagena el 14 de 

agosto de 2009, quedará así: 

 

PRIMERO: MODIFICA el ordinal primero que condenó 

a ÁLCALIS DE COLOMBIA LIMITADA, EN LIQUIDACIÓN, 

a reconocer y pagar pensión restringida de jubilación por 

retiro voluntario al señor PARMENIO RAFAEL 

CABALLERO BENAVIDES, pero en cuantía de 

$1.999.303.38 equivalente al 65% del ingreso base de 

liquidación, y a partir del 3 de junio de 2012. 

 

SEGUNDO: MODIFICA el ordinal segundo que 

condenó a ÁLCALIS DE COLOMBIA LIMITADA EN 

LIQUIDACIÓN, a reconocer y pagar a PARMENIO RAFAEL 

CABALLERO BENAVIDES las mesadas causadas, pero en 

la suma de $143.166.872,83, tasadas desde el 3 de junio 

de 2012 hasta el 28 de febrero de 2017. 

 

TERCERO: Se confirma en lo demás. 

 

Sin costas en casación. Las de primera instancia 

continuarán a cargo de la demandada. 

 

Cópiese, notifíquese, publíquese y devuélvase al 

Tribunal de origen. 
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GERARDO BOTERO ZULUAGA  

Presidente de la Sala 

 

 

 

 

JORGE MAURICIO BURGOS RUIZ 

 

 

 

 

FERNANDO CASTILLO CADENA 

 

 

 

 

CLARA CECILIA DUEÑAS QUEVEDO 

 

 

 

 

RIGOBERTO ECHEVERRI BUENO 

 

 

 

 

LUIS GABRIEL MIRANDA BUELVAS 
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JORGE LUIS QUIROZ ALEMÁN 


